SESIÓN ORDINARIA  CELEBRADA EL DÍA 14 DE ABRIL DE 2014
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Interventora:

Dña. María del Mar García García

Secretario.:
D. Francisco Javier Ortega Campillo
	   En Casas Ibáñez a 14 de abril de dos mil catorce.
   En el Salón de Sesiones de la Casa Consistorial, se reúnen en PRIMERA convocatoria,  los Concejales de la Corporación, anotados al margen, excusando su asistencia los que igualmente constan, para celebrar Sesión Ordinaria, bajo la Presidencia de la Sra. Alcaldesa  Dña. Carmen Navalón Pérez, asistiendo la interventora Dña. María del Mar García García y el secretario  fedatario  D. Francisco Javier Ortega Campillo  que autoriza el acta.

   Declarada abierta y pública la sesión por la Presidencia, a las veinte horas diez minutos,   dándose el quórum legal de asistencia de miembros, se procede a examinar los asuntos incluidos en el Orden del día 




1.- APROBACIÓN, EN SU CASO, DE LOS  BORRADORES DE LAS ACTAS DE LAS SESIONES PLENARIAS ANTERIORES.- Por unanimidad de los Concejales de la Corporación asistentes, se aprueba el  borrador del acta de la Sesión Ordinaria  de 10 de febrero de 2014 y el borrador del acta de la Sesión Extraordinaria Urgente celebrada el día 24 de febrero de 2014.
2.- DACIÓN DE CUENTA DE LAS RESOLUCIONES ADOPTADAS POR LA ALCALDÍA DESDE LA CELEBRACIÓN DEL ÚLTIMO PLENO ORDINARIO.- Se toma conocimiento de las Resoluciones dictadas por la Alcaldía desde la celebración del Pleno Ordinario de 10 de febrero de 2014.

3.-DACIÓN DE CUENTA DE LA RESOLUCIÓN DE LA ALCALDÍA POR LA QUE SE APROBÓ LA LIQUIDACIÓN DEL PRESUPUESTO MUNICIPAL DE 2013.- Una vez visto el expediente y los informes de la Intervención Municipal – el general y el específico relativo a la evaluación del cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria, sostenibilidad financiera y regla del gasto – se procede a dar cuenta del contenido de la Resolución de la Alcaldía de 27 de febrero de 2014 por la que se ha aprobado la liquidación del presupuesto del ejercicio de 2013, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 193.4 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, siendo los datos fundamentales los siguientes:

* Fondos líquidos de Tesorería a fin de ejercicio…………………….….1.020.487,35 euros.

* Derechos pendientes de cobro a fin de ejercicio……………………….1.196.547,79 euros.


* Obligaciones pendientes de pago a fin de ejercicio…..…………….…….954.272,41 euros.


* Remanente de Tesorería total…………………………………………..1.262.762,73 euros.


* Saldos de dudoso cobro…………………………………………………..106.472,29 euros.


* Saldo de acreedores por devolución de ingresos a final de período….........12.281,13 euros.


* Remanente de Tesorería para gastos generales…………………………1.144.009,31 euros.
4.- DACIÓN DE CUENTA DEL SUMINISTRO DE INFORMACIÓN DEL PRESUPUESTO MUNICIPAL DE 2014 AL MINISTERIO DE HACIENDA Y ADMINISTRACIONES PÚBLICAS.-
Se pone en conocimiento de los Concejales de la Corporación el suministro de información del presupuesto municipal de 2014 que se ha realizado al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, al amparo de lo dispuesto en la orden HAP/2105/2012, de 1 de octubre, por la que se desarrollan las obligaciones de suministro de información previstas en la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.
5.- DACIÓN DE CUENTA DE LA RESOLUCIÓN DE LA ALCALDÍA POR LA QUE SE HAN APROBADO LOS PLANES PRESUPUESTARIOS DE ESTE AYUNTAMIENTO PARA EL PERÍODO 2015-2017.- Una vez visto el expediente y el informe de la Intervención Municipal, se procede a dar cuenta del contenido de la Resolución de la Alcaldía de 31 de marzo de 2014 por la que se han aprobado los Planes Presupuestarios de este Ayuntamiento para el período 2015-2017, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 29 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera y en los artículos 5 y 6 de la Orden HAP/2015/2012, de 1 de octubre, y que es el siguiente:
“El artículo 29 de la de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera establece que las Administraciones Públicas han de elaborar un plan presupuestario a medio plazo en el que se enmarcará la elaboración de sus Presupuestos anuales y a través del cual se garantizará una programación presupuestaria coherente con los objetivos de estabilidad presupuestaria y de deuda pública. Tales marcos presupuestarios abarcarán un periodo mínimo de tres años.

 
A su vez, la Orden HAP/2105/2012, de 1 de octubre, por la que se desarrollan las obligaciones de suministro de información previstas en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, recoge en el artículo 6 la obligación de remitir información sobre los marcos presupuestarios a medio plazo (ahora denominados planes presupuestarios a medio plazo), recogidos en el artículo 29 ya citado.
 
Visto que las entidades locales cuya población es inferior a 5.000 habitantes pueden remitir la información en el Modelo Simplificado.

Y visto que la remisión, conforme al artículo 5 de la Orden HAP/2105/2012, debe efectuarse por medios electrónicos y mediante firma electrónica a través del sistema que el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas (MINHAP) habilite al efecto, la plataforma habilitada para tal fin se cierra el día 31 de marzo del presente.

De conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril y en la  Orden HAP/2105/2012, de 1 de octubre RESUELVO:

PRIMERO. Aprobar los Planes Presupuestarios a medio plazo del Ayuntamiento de Casas Ibáñez  para el periodo 2015-2017  en los términos que a continuación se indican:

	Estimación Derechos/Obligaciones reconocidas netas
	En euros
	
	
	
	
	
	

	Ingresos/Gastos
	Año 2014
	tasa variación 2015/2014
	Año 2015
	tasa variación 2016/2015
	Año 2016
	tasa variación 2017/2016
	Año 2017

	Ingresos
	3.903.119,1
	0,66%
	3.928.811,92
	-2,32%
	3.837.651,32
	2,36%
	3.928.311,92

	Corrientes
	3.868.458,1
	1,31%
	3.919.081,92
	-2,31%
	3.828.421,32
	2,37%
	3.919.081,92

	Capital
	27.761
	-81,88%
	5.030
	-9,94%
	4.530
	0,00%
	4.530

	Financieros
	6.900
	-31,88%
	4.700
	0,00%
	4.700
	0,00%
	4.700

	Gastos
	3.903.119,1
	0,66%
	3.928.811,92
	-2,32%
	3.837.651,32
	2,36%
	3.928.311,92

	Corrientes
	3.341.025,3
	5,21%
	3.515.120,99
	-3,30%
	3.399.158,66
	3,37%
	3.513.631,35

	Capital
	131.231
	91,87%
	251.799,23
	15,29%
	290.303,26
	-8,20%
	26.6491,17

	Financieros
	430.862,8
	-62,43%
	161.891,7
	-8,46%
	148.189,4
	0,00%
	148.189,4

	
	
	
	
	
	
	
	

	Saldo operaciones no financieras
	423.962,8
	 
	157.191,7
	 
	143489,4
	 
	143489,4

	Ajustes para el cálculo de cap. o neces. Financ. SEC95
	18.401,28
	 
	18.401,28
	 
	18.401,28
	 
	18.401,28

	Capacidad o necesidad de financiación
	442.364,08
	 
	175.592,98
	 
	161.890,68
	 
	161.890,68

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Deuda viva a 31/12
	1.200.693,08
	-12,45%
	1.051.201,38
	-12,92%
	915.411,98
	-14,83%
	779.622,58

	   A corto plazo
	149.491,7
	-9,17%
	135.789,4
	0,00%
	135.789,40
	0,00%
	135.789,42

	   A largo plazo
	1.051.201,38
	-12,92%
	915.411,98
	-14,83%
	779.622,58
	-17,42%
	643.833,16

	Ratio Deuda viva/Ingresos corrientes
	0,310380273
	-13,58%
	0,268226437
	-10,86%
	0,239109524
	-16,80%
	0,198929901


SEGUNDO. Dar cuenta de la presente resolución en la primera sesión que se celebre al Pleno de la Corporación.

TERCERO.- Remitir los Planes Presupuestarios a medio plazo (periodo 2015-2017) al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas por los medios telemáticos habilitados al efecto, cuyo plazo finaliza el día 31 de marzo de 2014.”
6.- PROPUESTA DE APROBACIÓN INICIAL DEL REGLAMENTO DE HONORES Y DISTINCIONES.-
Visto el expediente y el dictamen emitido por la Comisión Informativa competente, sin deliberación alguna, por unanimidad de los Concejales asistentes a la sesión plenaria, de acuerdo con la competencia atribuida a este órgano municipal por el artículo 22.2.d) de la Ley 7/85, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, se adoptan los siguientes acuerdos: 

PRIMERO.- Aprobar inicialmente el Reglamento de Honores y Distinciones,  según propuesta que obra en el expediente en los siguientes términos:

CAPÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1. Fundamento Legal y Naturaleza

La aprobación del presente Reglamento se fundamenta en los artículos, 4 y 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local y los artículos 50.24 y 189 a 191 del Real Decreto 2568/1986, de 26 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, que establecen que las Corporaciones Locales podrán acordar la creación de medallas, emblemas, condecoraciones u otros distintivos honoríficos, a fin de premiar especiales merecimientos, beneficios señalados o servicios extraordinarios, previos los trámites necesarios que se establecen en este Reglamento especial.

ARTÍCULO 2. Objeto


La concesión de títulos, honores y condecoraciones que pueden ser otorgados por el Ayuntamiento, a fin de premiar o reconocer las actuaciones que puedan ser merecedoras de las mismas, serán las siguientes:

· HIJO/A PREDILECTO/A

· HIJO/A ADOPTIVO/A

· MEDALLA DE CASAS IBAÑEZ
ARTÍCULO 3. Los Nombramientos

Los nombramientos, que podrán recaer en personas tanto nacionales como extranjeras, tendrán un carácter honorífico y no otorgarán en ningún caso potestades para intervenir en la vida administrativa ni en el gobierno del Municipio, pero habilitarán el desempeño de funciones representativas cuando estas hayan de ejercerse fuera de la demarcación territorial respectiva previa designación especial de la Alcaldía.

La concesión de distinciones y honores, en todo caso, se harán de forma discrecional por el Ayuntamiento.

Para conceder los honores y distinciones a personas extranjeras, se tendrá en cuenta lo señalado en el artículo 190 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales.

CAPÍTULO II. DE LOS TÍTULOS DE HIJO PREDILECTO Y DE HIJO ADOPTIVO

ARTÍCULO 4. Título de Hijo/a Predilecto/a

El título de Hijo Predilecto se otorgará a aquella persona física que, habiendo nacido en el Municipio, haya demostrado cualidades, méritos personales, o servicios prestados en beneficio u honor de Casas Ibáñez y que alcancen consideración indiscutible en el concepto público. 

ARTÍCULO 5. Título de Hijo/a Adoptivo/a

El nombramiento de Hijo/a Adoptivo/a, que recaerá en persona física, tendrá la misma consideración y jerarquía que el título de Hijo/a Predilecto/a, con la única diferencia de que se conferirá a personas que no hayan nacido en el Municipio tanto extranjeras como españolas, pero que, no obstante, tengan un vínculo muy especial con el mismo y reúnan las condiciones señaladas en el artículo anterior.

ARTÍCULO 6.Concesión a Título Póstumo

Los títulos anteriores podrán concederse a título póstumo, en los supuestos en que en la persona fallecida concurriesen los requisitos anteriormente enumerados.

ARTÍCULO 7. Duración de los Títulos

Los Títulos de Hijo/a Adoptivo/a y de Hijo/a Predilecto/a tendrán carácter vitalicio. 

ARTÍCULO 8. Revocación de los Títulos

Aquella persona que posea la distinción de Hijo/a Predilecto/a o Adoptivo/a, solo podrá ser privada de la misma y en consecuencia revocado el nombramiento, cuando concurran causas excepcionales motivadas por comportamientos indignos que deberán quedar acreditados en expediente instruido al efecto.

El Acuerdo que desposea de los títulos mencionados deberá ser adoptado siguiendo el mismo procedimiento y con la misma mayoría que para su otorgamiento.

ARTÍCULO 9. Entrega de Títulos

Una vez que esté acordada la concesión de los títulos anteriores, se señalará la fecha de entrega de los mismos por medio de la entrega de los diplomas e insignias que corresponden a cada uno de los títulos.
CAPÍTULO III. DE LAS MEDALLAS DEL MUNICIPIO

ARTÍCULO 10. Descripción de las Medallas

La Medalla de Casas Ibáñez se otorgará a las personas físicas o jurídicas, privadas o públicas, nacionales o extranjeras, como una recompensa municipal creada para premiar méritos extraordinarios por acciones, servicios o difusión de la localidad.

CAPITULO V. PROCEDIMIENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE HONORES Y DISTINCIONES

ARTÍCULO 11. Iniciación

Se iniciará el procedimiento a instancia del Alcalde mediante Resolución. En la misma, se propondrá a la persona a la que se desea distinguir así como la distinción a otorgar. En el mismo, se nombrará a instructor del procedimiento que podrá ser tanto empleado público de la Corporación como miembro electo de la misma. 

ARTÍCULO 12. Instrucción

El Instructor realizará todas las actuaciones que sean precisas para acreditar los méritos que concurran en los propuestos. Para ello, podrá solicitar los informes y testimonios que sean necesarios para confirmar este merecimiento y que quedarán incorporados al expediente.

Una vez concluido el trámite anterior, remitirá informe razonado, que podrá ser favorable o desfavorable, y propuesta de resolución a la Alcaldía, que procederá a valorar la misma. Esta podrá optar entre solicitar más diligencias o remitir la propuesta al Pleno del Ayuntamiento para la adopción de Acuerdo correspondiente.

ARTÍCULO 13. Resolución del Expediente

El Pleno del Ayuntamiento, con carácter discrecional y de conformidad con el artículo 50.24 del Reglamento de Organización y Funcionamiento, resolverá si procede o no la concesión de los títulos y honores descritos anteriormente, atendiendo a los méritos, cualidades y circunstancias singulares de los galardonados, por mayoría de absoluta.
ARTÍCULO 14. Entrega del Título


La entrega al galardonado de la distinción se llevará a cabo en acto público solemne y en los términos en que se señalen en el Acuerdo, procurándose otorgar suficiente publicidad.

ARTÍCULO 15. Lugar de Honor

Los que ostenten una distinción de las señaladas en este Reglamento gozarán de un lugar de honor en los actos públicos a los que sean invitados.

CAPÍTULO V. LIBRO-REGISTRO

ARTÍCULO 16. Libro Registro de Distinciones

Los títulos otorgados se inscribirán en el Libro Registro de Distinciones, inscribiéndose por orden cronológico de otorgamiento el nombre del galardonado y el título concedido.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo establecido en el artículo 49 de la Ley 7/85, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, someter el presente expediente a información pública durante un plazo de 30 días, en el Boletín Oficial de la Provincia y en el tablón de anuncios del Ayuntamiento, a los efectos de presentación de alegaciones y sugerencias. Si no se presentaran reclamaciones ni sugerencias, de manera automática se entenderá definitivamente aprobado este Reglamento.
7.- PROPOSICIÓN CONJUNTA DE LOS GRUPOS MUNICIPALES DEL P.S.O.E. E I.U. EN RELACIÓN AL FONDO DE PAGO A PROVEEDORES EN LOS AYUNTAMIENTOS.- Se toma conocimiento del dictamen emitido por la Comisión Informativa competente.

En primer lugar se concede el uso de la palabra al portavoz del grupo socialista D. Emiliano Fernández, quien da lectura a la propuesta que se presenta, siendo el contenido íntegro de su intervención el siguiente:

De acuerdo y al amparo de lo previsto en el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, los Grupos Municipales Socialista e Izquierda Unida del Ayuntamiento de Casas Ibáñez desean someter a la consideración del Pleno Municipal la siguiente MOCIÓN:

El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas ha establecido el mecanismo de pago a proveedores para CCAA y EELL. El Gobierno lo aprobó en 2012, a través del Real Decreto 4/2012 y Real Decreto 7/2012. El objetivo era suministrar liquidez a las empresas y apoyar financieramente a las administraciones territoriales afrontando el pago a largo plazo de sus deudas. En el 2013 se ha puesto en marcha la tercera y última fase, a través del Real Decreto 8/2013.

El mecanismo de pago a proveedores ha significado transformar la deuda comercial de los Ayuntamientos en deuda financiera. En mayo de 2012 se formalizaron préstamos a largo plazo, diez años con dos de carencia, para el pago y cancelación de las deudas contraídas con los proveedores. Previamente, las EELL tenían que aprobar unos planes de ajuste que debían ser aceptados por el Ministerio.

Las condiciones financieras de estas operaciones se fijaron por el Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos, de 1 de marzo de 2012, publicado mediante Orden PRE/773/2012, de 16 de abril. En dicha Orden se recogía el criterio para determinar el tipo de interés paras las EELL, identificándolo con el equivalente al coste de financiación del Tesoro Público a los plazos señalados más un margen máximo de 115 puntos básicos al que se añadiría un margen de intermediación de un máximo de 30 puntos básicos.

Este tipo de interés se revisará trimestralmente en cada fecha de pago, conforme a las cláusulas que se contengan en los contratos. El primer tipo de interés que se comunicó fue del 5,939%.

Como conclusión podemos decir que las EELL se han visto obligadas a formalizar unas operaciones de crédito a largo plazo, a un elevado tipo de interés y con una exigencia añadida de cumplir con unos planes de ajuste, aceptados por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

Una política de Estado en la que no colaboraron para su definición las EELL, que cuestiona su propia autonomía municipal y que supone un coste considerable para los propios Ayuntamientos.

A las dos primeras fases del Plan de Pago a Proveedores se acogieron 3.777 EELL, por un importe de 9.598.340.495 euros. La tercera fase del 2013, los últimos datos provisionales que disponemos fueron de 282 EELL, por un importe de 215.754.812 euros.

Como hemos señalado anteriormente, como las operaciones se formalizaron en mayo de 2012, contando con 2 años de carencia, será a partir de mayo de 2014 cuando las EELL tengan que comenzar con la amortización de los préstamos. Esto supondrá, que tendrán que hacer frente a un pago bastante mayor del que venía haciendo en los dos primeros años, y que algunos de ellos tendrán enormes dificultades para poder pagar. No obstante, el pago está garantizado, puesto que lo detraería de la PIE el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

Ante el problema que va a suponer el pago de las cuotas de amortización de este préstamo para algunas EELL, proponemos una solución razonable y acorde con las circunstancias de cada Entidad Local.

Por ello, los Grupos Municipales que suscriben este asunto proponen el siguiente acuerdo:  

- Instar al Gobierno de España a revisar las condiciones establecidas en las operaciones financieras formalizadas por las EELL en el marco del Plan de Pago a Proveedores.

La revisión de estas condiciones será mediante:

La ampliación del período de carencia.

La ampliación del plazo de amortización.

La reducción del tipo de interés

Para determinar esta revisión, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas convocará la Comisión Nacional de Administración Local.

- Solicitar al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas dos años de carencia, con retención cero para los municipios que, por no tener Plan de Ajuste aprobado, llevan casi dos años con una retención del 50% de la PIE. Posteriormente, seguir con una retención, no superior al 25%, hasta saldar su deuda.

Después interviene la portavoz del grupo municipal popular, Dña. Ángeles López, para manifestar lo siguiente:
Pensábamos y seguimos pensando que era absolutamente necesario tomar medidas para acabar con la morosidad de las administraciones, con un triple objetivo:

1. Garantizar la estabilidad de los servicios básico

2. Facilitar la actividad económica de las empresas: era y es inaceptable que una empresa tenga que cerrar porque la administración no le pagara lo que le debía.

3. Impulsar la competitividad de las administraciones, para convertirlas en motor de crecimiento económico y de creación de empleo.

Lo que no se puede defender de ninguna manera es el stock inadmisible de facturas sin pagar más de 8 millones de facturas pendientes de pago, más de 330.000 proveedores de las administraciones territoriales sin cobrar, más de 30.000 millones para pagar a proveedores de las CCAA, más de 11.500 millones para proveedores de las entidades locales, …(¿Había derecho a esto?), los ayuntamientos éramos los que teníamos las deudas por las que nos hemos visto obligados a solicitar los préstamos para poder pagarlas (de no tener deuda, nadie nos obliga a acogernos o a solicitar esa línea de financiación, que como cualquier otra tiene sus costes financieros). Lo que no era de recibo era endeudarse con los proveedores que eran los que pagaban el pato soportando una deuda que en ocasiones les llevaba a la ruina, o a soportar ellos costes financieros por necesitar préstamos o pólizas de crédito con las que poder aguantar hasta que la administración les pagara, eso sí que es injusto y ya se había llegado a considerar como lo normal, que los ayuntamientos pagaran tarde y nadie decía ni mucho menos hacía nada para solucionarlo.

El coste adicional para los ayuntamientos viene generado por la gestión que se hubiera llevado a cabo antes y que ha dado como consecuencia esa situación de deuda y de obligación de pago de la misma, que de no haber existido no habría porque tener ahora costes de intereses de préstamos para pagar esa deuda.

Los ayuntamientos que todavía no tienen aprobado un plan de ajuste, han tenido el mismo tiempo que los demás, por lo que si ahora encima se les dan otras condiciones de ampliación de plazos a tipo cero como propone la moción, lo que se estaría haciendo sería premiarlos por no haber cumplido con su obligación como si hemos hecho otros, no me parece justo ni lógico, lo que me parece más lógico es lo que desde el propio Ministerio se ha manifestado como compromiso por su parte de establecer mecanismos que alivien en lo posible a los ayuntamientos y que pasarán por:

· Incrementar el periodo de carencia

· Disminuir en todo lo posible los tipos de interés

· Incrementar los plazos de amortización

Nuestro Grupo, por tanto no va a apoyar la moción presentada.

Por tanto, confirma que el grupo popular vota en contra de esta proposición.


A continuación, el Concejal del grupo de Izquierda Unida, D. Joaquín Azorín, asevera que los Ayuntamientos se vieron obligados a formalizar préstamos con los bancos al 6% de interés mientras que estos últimos recibían dinero del Banco Central Europeo a un interés del 1%, siendo las entidades locales las únicas administraciones que han tenido superávit en las liquidaciones de sus presupuestos de 2013, a pesar de las deudas que las Comunidades Autónomas han tenido con los Ayuntamientos. Por ello, concluye afirmando que los Ayuntamientos no son el problema, y que hay que ayudarles.

La portavoz del grupo popular Dña. Ángeles López insiste en que la Junta de Comunidades de Castilla La Mancha, precisamente por su situación económica, no pudo acceder a préstamos durante mucho tiempo; e incide en el grave problema que existía de impagos a las empresas, con independencia de cuál fuera la causa.

El portavoz del grupo socialista alude al hecho de que, precisamente como la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha no pudo pagar a los Ayuntamientos, tampoco estos últimos pudieron pagar a sus proveedores, y recuerda que eso le ocurrió al Ayuntamiento de Casas Ibáñez, que no pudo pagar a sus proveedores, entre los que se encontraba la propia Residencia de Ancianos.

La portavoz del grupo popular le recuerda entonces al portavoz del grupo socialista que las cantidades que se adeudaban a la Residencia de Ancianos no se incluyeron en el préstamo para pago a proveedores.


Finalmente, el portavoz del grupo socialista expresa la opinión de su grupo en el presente asunto:
La presentación de esta moción por nuestro grupo en el día de hoy expone en parte lo que ya manifestamos en su momento sobre el Plan de pago a proveedores que se firmó en 2012. En esta moción lo que solicitamos es que el Gobierno de España revise las condiciones que se firmaron con este Plan al que los municipios se acogieron, por lo que consideramos que debería ampliarse el plazo de pago de amortización de los ayuntamientos y ampliación del periodo de carencia, para así devolverlo en más años, más cómodamente y dejando un poco más desahogados a los ayuntamientos; y por otra parte la bajada de los tipos de interés, ya que si el Gobierno tiene dinero para rescatar a la banca y a las autopistas, debería hacer un esfuerzo por ayudar a los ayuntamientos, ya que pagar este dinero casi al 6% nos parece claramente abusivo por parte de la banca cuando a ellos les dejan el dinero al 1%.

Y es que hay que recordar que los ayuntamientos no tuvimos autonomía propia para negociar este préstamo y desde el Estado se tenía que haber escuchado más a la administración local y menos a los intereses de la banca. 

(Sí estamos de acuerdo en que se pagaran a las pymes y autónomos a través de un mecanismo de pago a proveedores pero no a que se hiciera de esa manera para que sacara provecho de esta situación la banca)


Desde la Alcaldía se recuerda que, ante la situación de impagos descrita, el Ayuntamiento tuvo que suscribir dos pólizas de 15.000 euros cada una para financiar la Residencia de Ancianos, lo que supuso un mayor coste para el Ayuntamiento.
La portavoz del grupo popular le recuerda que su grupo apoyó esta última medida.

La Alcaldesa explica que la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha todavía no ha pagado cantidad alguna a este Ayuntamiento correspondiente a la aportación para la Residencia del año 2013, en torno a 400.000 euros, habiendo tenido que adelantar dinero a la misma el Ayuntamiento, ya que no parece justificable que no cobren nada en un año.

La propia Alcaldía concluye afirmando que desea que se flexibilicen las condiciones de los préstamos suscritos dentro del procedimiento de pago a los proveedores por las entidades locales, considerando además las declaraciones realizadas por el Ministro Montoro en los últimos días. Y por ello, afirma, esperaba que esta propuesta fuese apoyada por el grupo popular.

La portavoz del grupo popular recuerda que el Ministerio ya se ha manifestado sobre el objeto de la propuesta.

Una vez finalizadas las deliberaciones, se somete a votación el presente asunto del orden del día, siendo su resultado el siguiente: 6 votos a favor (los Concejales de los grupos municipales Socialista y de Izquierda Unida) y 4 votos en contra (los 4 Concejales asistentes  del grupo Popular). Por tanto, por mayoría absoluta de los Concejales de la Corporación se aprueba el texto de la propuesta en los términos en los que consta en el acta.

8.- PROPOSICIÓN CONJUNTA DE LOS GRUPOS MUNICIPALES DEL P.S.O.E. E I.U. CONTRA LA PRIVATIZACIÓN DEL REGISTRO CIVIL.- Se toma conocimiento del dictamen emitido por la Comisión Informativa competente.

En primer lugar interviene el portavoz del grupo socialista D. Emiliano Fernández, quien da lectura a la propuesta planteada:

Ante el anuncio realizado por el Decano del Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de España el día 12 de febrero por el que comunica que el Ministerio de Justicia ha adoptado ya la decisión de asignar a dichos Registradores los Registros civiles, los grupos municipales del Partido Socialista Obrero Español y de Izquierda Unida del Ayuntamiento de Casas-Ibáñez proponen la siguiente moción: 

1.- Se rechaza la asignación de los Registros Civiles a los Registradores de la Propiedad y Mercantiles, por ser una privatización encubierta de un servicio público esencial como es el Registro Civil, pues dichos Registradores  funcionan en régimen de negocio privado, haciendo propios los beneficios derivados de su función pública en vez de repercutir dichos beneficios en toda la ciudadanía. 

2.- Se rechaza la posible mercantilización de los datos personales de las ciudadanas y los ciudadanos de nuestro municipio.
3.- Se exige el mantenimiento de oficina de Registro Civil en esta localidad como en todas las del Estado. Es un servicio público profundamente arraigado en todas las poblaciones que ha ofrecido desde su implantación, hace casi 150 años, un servicio cercano, de calidad, gratuito y próximo a la ciudadanía y con las máximas cotas de eficiencia, lo que lo han convertido en un bien público que, especialmente en las pequeñas poblaciones, ha de ser protegido y mejorado.

4.- Debe garantizarse la continuidad de la normativa actual que permite a nuestros convecinos inscribir el nacimiento de sus hijos e hijas en el municipio de su domicilio, independientemente de la ubicación física del hospital en que se haya producido el nacimiento. De no ser así, en pocos años asistiremos a la inexistencia de personas nacidas en nuestra localidad.

5.- Se exige igualmente que todos los responsables y los empleados y empleadas de los registros civiles, como registro público de titularidad estatal, sean funcionarios públicos, que accedan a sus puestos de trabajo conforme a los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad establecidos en la Constitución Española. Exigimos que el registro y la publicidad de los datos personales de las ciudadanas y los ciudadanos que son competencia del registro civil sean gestionados exclusivamente por funcionarios públicos por merecer la más especial protección. 

6.- Se exige que cualquier reforma del Registro Civil mantenga la gratuidad de todos los trámites y certificaciones, tal y como ocurre en la actualidad. 

7.- Se exige que cualquier modificación de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, cuya entrada en vigor está prevista para julio de 2014, cuente con al menos la misma mayoría parlamentaria que tuvo dicha Ley, y sea consultada y consensuada con el conjunto de las administraciones y de la ciudadanía, teniéndose en cuenta las aportaciones que, en concreto, puedan llegar desde los Ayuntamientos.

Se propone la remisión de esta moción al los Sres. Presidente del Gobierno de España y Ministro de Justicia.


Después interviene la portavoz del grupo popular, Dña. Ángeles López, para manifestar lo siguiente:
A fecha de hoy no existe nada más que el inicio de un estudio con la intención de descargar a la justicia de determinados trámites y no para abrir la puerta al beneficio económico de ningún colectivo como por ejemplo el de los Registradores, de hecho se rompieron las negociaciones cuando su pretensión fue la de cobrar, por lo que no tiene cabida una moción que precisamente parte de las manifestaciones hechas por el decano del colegio de registradores, cuya pretensión sí que era la de cobrar.

Los registradores, al igual que los notarios son funcionarios públicos, por lo que con los cambios planteados todo quedaría dentro de lo público, no se puede hablar de privatización de ningún servicio.
El informe previo contempla que los registradores se pudieran hacer cargo de convocar juntas generales de sociedades, que pudieran nombrar auditores para el examen de cuentas anuales, …., expedientes administrativos que hasta ahora recaen en el ámbito del derecho civil y mercantil y que llega a saturar juzgados produciendo atascos e incrementando  los costes judiciales.

Todo el planteamiento hecho desde el Ministerio se ha hecho desde el compromiso de que el servicio siga siendo público y gratuito y a cargo de funcionarios públicos.


Por tanto, deja claro que la opinión de su grupo es contraria a la propuesta que nos ocupa.


A continuación, el Concejal del Grupo municipal de Izquierda Unida, D. Joaquín Azorín, afirma que le preocupa el presente asunto, aunque todavía no se haya aprobado, ya que es más de lo mismo de la política del Partido Popular que va encaminada a la privatización de los servicios públicos.

Vuelve a intervenir el portavoz del grupo socialista D. Emiliano Fernández, para expresar la opinión de su grupo en relación a este asunto:
Nuestro grupo ha presentado esta moción junto a IU para mostrar nuestro rechazo con la reforma del Registro Civil que el Ministro de Justicia está estudiando y lo hacemos porque pensamos que es una reforma innecesaria, puesto que se aprobó en 2011 la Ley de Modernización e Informatización de los Registro Civiles, Ley aprobada con el consenso de todos los partidos. En su tramitación parlamentaria se aceptó una enmienda para aplazar en tres años su entrada en vigor y que está prevista su puesta en marcha para Julio de este año, por eso no entendemos ese interés en querer reformarla a toda costa y resulta por ello sorprendente que se quiera reformar una ley que obtuvo el voto favorable del PP y de la cual no pueden aducirse problemas en su aplicación, puesto que como hemos dicho antes, su entrada en vigor no se ha producido.

Con esta reforma de la Ley que propone, creemos que se pretende realizar claramente una privatización del registro civil, volviendo a atacar otra vez al bolsillo de los ciudadanos en una situación económica cada vez peor para España. También ello conllevaría el cierre de los Registros Civiles de los municipios más pequeños. afectando a cientos de ciudadanos y por supuesto a los de la comarca que se verían  también afectados. Por eso defendemos que se garanticen todos estos actos de Registro civil (declaraciones nacimiento, defunción, matrimonio, certificados, fes de vida, y otros expedientes de jurisdicción voluntaria como rectificación errores,, cambio de nombre, nacionalidades, etc.) en nuestros municipios de una forma gratuita  y con calidad.

Mientras no retire el borrador de esta Ley y no diga claramente lo que va a hacer, tenemos el derecho de manifestar nuestro rechazo ante la reforma que pretende el ministro Gallardón mientras la amenaza de la privatización siga en pie.

Por este motivo  y para terminar creemos que la pérdida del R. Civil supone una merma en la capacidad de los municipios de contribuir al bienestar de sus ciudadanos, ya que venimos sufriendo demasiados recortes en derechos y por ello estamos a favor de su mantenimiento como servicio público y de gestión pública.

El grupo socialista mantiene la moción porque como representantes de nuestros ciudadanos entre nuestras responsabilidades, está además de gestionar la administración municipal está también la de defender los intereses, y  esta reforma, va totalmente en contra de los intereses de nuestros vecinos, por eso apelo a la responsabilidad del grupo popular para apoyar esta moción.


La portavoz del grupo popular insiste en que el Gobierno de España no prevé aprobar la reforma tal y como se presupone en la propuesta que se está debatiendo, ya que lo único que se pretende es descargar de trabajo a los Juzgados, que dejarían de tramitar algunos expedientes, que en todo caso seguirían siendo gratuitos.

La Alcaldesa Dña. Carmen Navalón cierra el debate afirmando que no está claro lo que se pretende ya que no todas las manifestaciones de los responsables políticos del Partido Popular son coincidentes, pero insiste en que lo que sí es cierto es que se pretende modificar una norma respecto de la que el Partido Popular se pronunció a favor.


Una vez finalizas las deliberaciones, se somete a votación el presente asunto del orden del día, siendo su resultado el siguiente: 6 votos a favor (los Concejales de los grupos municipales socialista y de Izquierda Unida) y 4 votos en contra (los 4 Concejales asistentes del grupo popular). Por tanto, por mayoría absoluta de los Concejales de la Corporación se aprueba el texto de la propuesta en los términos en los que consta en el acta.

9.- PROPOSICIÓN CONJUNTA DE LOS GRUPOS MUNICIPALES DEL P.S.O.E. E I.U. EN DEFENSA DE LOS SERVICIOS SOCIALES DE CASTILLA-LA MANCHA Y POR LA CLARIFICACIÓN Y MEJORA DE LAS COMPETENCIAS MUNICIPALES EN DICHO ÁMBITO.- 
En primer lugar, la Alcaldesa Dña. Carmen Navalón indica que, a su juicio, la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local, quita competencias a los municipios y nos hará volver al Estado de la beneficiencia, e implicará un despoblamiento de los pequeños municipios en beneficio de las ciudades. También recuerda a los presentes que en muchos Ayuntamientos se han presentado propuestas similares a la que se presenta en esta entidad local. Finalmente alude a que, con la citada modificación legal, muchos servicios de los que disponemos los municipios desde hace décadas van a dejar de estar próximos a los ciudadanos.

En segundo lugar, interviene D. Emiliano Fernández, portavoz del grupo municipal socialista en el Ayuntamiento, para dar lectura a la proposición presentada:
La reciente aprobación por el Consejo de Ministro de La Ley 27/2013 de 27 de diciembre de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local;  supondrá el desmantelamiento efectivo del cuarto pilar sobre el que se sustenta el maltrecho Estado del Bienestar Social en nuestro país. 

En particular, nos referimos al Artículo Primero, base ocho, que da una nueva redacción al  Artículo 25.2.e  de la  Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las bases de Régimen Local sobre competencias de los ayuntamientos, y específicamente de los Servicios Sociales. Tras esta nueva redacción, el mismo genera incertidumbre y preocupación social, cuando señala que la única competencia propia de los Ayuntamientos en este ámbito será, “la evaluación e información de situaciones de necesidad y la atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social”.

Los Ayuntamientos serán meros evaluadores y derivadotes del riesgo y la exclusión Social.
A tenor de este redactado, conviene señalar, que no se menciona el Sistema de Servicios Sociales como una competencia propia de las corporaciones locales; ignorando la nueva Ley, cómo  se ha configurado este sistema en los últimos treinta años en España  y que ha adquirido identidad suficiente para ser reconocido como un instrumento fundamental de nuestro Estado del Bienestar.

En la actualidad, los Servicios Sociales Municipales deben ser una parte fundamental del Estado social y de derechos definido por nuestra Carta Magna, junto con el sistema de pensiones, sanidad y educación. La Constitución los enmarcó como una competencia autonómica, por tanto no existe un marco estatal que los defina, a diferencia de los otros sistemas, descentralizados de una forma o de otra, pero siempre con una legislación básica estatal; es decir, es el único sistema donde no hay una cartera de servicios mínimos definida que establezca la extensión e intensidad de la protección; sin embargo, han adquirido su máxima visibilidad e implantación a través de las corporaciones locales.

Denunciamos la creación de un estado  asistencial de beneficiencia.
A partir de la Ley 27/2013 de 27 de diciembre de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local;  se disparan todas las alarmas. Denunciamos el intento de dibujar un Estado Asistencial basado en la Beneficencia y no de derechos sociales; un Estado en el que los derechos sociales de ciudadanía quedan desdibujados, por la imposición de políticas públicas alejadas del ciudadano/a. La participación ciudadana en la creación, gestión y evaluación de los servicios sociales desaparece. La fortaleza en la proximidad de los servicios y la mejora de la gobernanza se elimina; y deja las personas y familias en manos de unas administraciones (Diputaciones y Comunidades Autónomas) que no conocen ni su realidad ni sus necesidades; en las que no participan directamente, y a las que, como en el caso de las Diputaciones, no han votado.

Las comunidades autónomas podrán no delegar los servicios sociales. Aumenta y se institucionaliza la desigualdad entre los ciudadanos.
En la actual Ley se observa que en el único punto del articulado donde se hace referencia a los Servicios Sociales de forma clara y directa, es en el articulo 26, donde se estipula que: “la Administración del Estado y las de las Comunidades Autónomas podrán delegar,…, en los Municipios de más de 20.000 habitantes, entre otras, las siguientes competencias: apartado -c. Prestación de los servicios sociales…”. 

Las políticas sociales de Atención Primaria no pueden depender de la voluntad de delegar o gestionar que tengan, en cada momento, cada una de las Comunidades Autónomas y/o Diputaciones que configuran el Estado. Esta medida supone, además, una recentralización de la atención social a la ciudadanía, la perdida de capacidad de proyección social futura de los municipios, dejando la cohesión social que tanto depende del territorio en manos de actores ajenos a la misma.

No estamos ante una cuestión meramente terminológica. El cambio en la definición de la prestación supone un cambio en el modelo de gestión; transitar de la  “prestación de servicios sociales y promoción y reinserción social” (Ley 7/85 de Bases de Régimen Local, Art.25.2), a la “evaluación e información, de situaciones de necesidad social, y la atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social” (nueva redacción).

Esto implica dejar por el camino un modelo eficiente que garantiza los derechos sociales de los ciudadanos. Nada positivo parece sugerir este cambio. 

 
No consentiremos que se tiren por la borda los logros conseguidos.
Los municipios han demostrado con creces, en los últimos treinta años, su responsabilidad institucional y su capacidad de gestión en términos de pertinencia, eficacia y eficiencia; al mismo tiempo que, por su proximidad a los/as ciudadanos/as, y su especial sensibilidad en la atención a los colectivos sociales más vulnerables y su contribución en la garantía de los derechos sociales en nuestro país.

Es justo reconocer que contamos con la experiencia suficiente y con un personal técnico formado, competente y eficaz, para mantener el sistema municipal de Servicios Sociales. No tiene sentido, ni desde el punto de vista de la rentabilidad económica ni de la cohesión social, el desmantelamiento del sistema de servicios sociales de atención primaria y comunitaria. No es el momento de tirar por la borda los logros conseguidos. 

El Gobierno está destruyendo el  sistema de servicios sociales en su red básica, a pesar de que éste  sistema es mas eficiente en el ámbito local que en el autonómico. No hay  detrás de ello ni un razonamiento económico científico serio, ni un análisis pormenorizado de los impactos reales en la población. 
Las comunidades autónomas no podrán asumir todos esos servicios. Que nadie se equivoque, estos servicios no se privatizarán, simplemente desaparecerán. Esto no es la sanidad. Atender a millones de personas empobrecidas en sus necesidades básicas NO ES NEGOCIO. Eso si, se abrirán de par en par las puertas de la limosna tranquilizadora de conciencias y de la beneficencia mas rancia.
Cuando en pocos años surjan entornos urbanos tremendamente degradados y llenos de miseria, los ayuntamientos no tendrán ninguna capacidad de respuesta, ni preventiva, ni paliativa, mas allá de la respuesta policial. 

Proponemos que en consonancia con las propuestas formuladas por los actores y agentes sociales significativos, ante la nueva  Ley  de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local, los representantes del grupo municipal Socialista, proponemos a la sociedad y a los poderes públicos en particular, lo que consideramos debería ser el mínimo irrenunciable en la expresión de los Servicios Sociales Municipales.

Compete a los Ayuntamientos, por si solos o agrupados, el nivel de atención primaria, que debería de integrar, como mínimo, la siguiente cartera de prestaciones, dotándolas de  una financiación presupuestaria suficiente:

· Información, valoración,  orientación, asesoramiento y diagnóstico de situaciones de  necesidades

· Ayuda a domicilio y apoyo a la unidad de convivencia

· Ayudas económicas de emergencia social 

· Intervención y mediación familiar.

· Prevención, intervención e inserción, dirigida a personas, familias, grupos y colectivos  en riesgo o situación de exclusión social.

· Acompañamiento en los itinerarios de inclusión social

· Adopción de medidas de protección de menores en situación de riesgo.

· Atención primaria a mujeres victimas de violencia de género

· Atención primaria a la tercera edad y discapacitados. Gestión de la Atención a la Dependencia.

· Alojamiento de urgencia.

· Servicios de promoción y dinamización comunitaria, y voluntariado social.
Por ello, el grupo municipal Socialista y grupo municipal de IU del Ayuntamiento de Casas Ibáñez presentan la siguiente:

Propuesta de acuerdo:
1.  Reafirmar la autonomía local y la trascendencia del papel de los Ayuntamientos en defensa de la protección social, la igualdad de oportunidades, la democracia y la calidad de vida; políticas públicas que han permitido vertebrar el territorio y prestar servicios esenciales y básicos, descentralizados y de proximidad para la ciudadanía.



2.   Solicitar la modificación o la retirada por parte del gobierno de la Ley 27/2013, de 27 de Diciembre  para la Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local.

3.   Manifestar y transmitir al resto de Ayuntamientos del Estado, nuestro reconocimiento y apoyo por la labor de defensa de los derechos sociales de ciudadanía, por mantener las políticas de desarrollo socio-económico sostenible en el territorio, y por mejorar la cohesión social.

4.   Dar traslado de este acuerdo al Gobierno de España, al Gobierno de la Junta de Comunidades de Castilla La Mancha, y a los Grupos Políticos del Congreso y de las Cortes Regionales, a la Junta de Gobierno de la FEMP Nacional y Regional, y a la Asociación de Profesionales de Servicios Sociales de Albacete.
En tercer lugar, la portavoz del grupo municipal popular, Dña. Ángeles López, manifiesta la opinión de su grupo respecto a este asunto:
La moción habla de que:

· “genera incertidumbre y preocupación social”: No es así, más bien tranquiliza desde el momento en el que se garantiza presupuestariamente que los servicios que se vayan a ofrecer tienen que tener previamente financiación para poderse dar. Y además desde el compromiso de que los servicios se van a dar independientemente de quien los vaya a dar.

· No se menciona a los “servicios sociales como competencias de los servicios municipales”: No es así, desde el momento en el que el propio Ministerio ha  pedido a las Comunidades Autónomas que “deleguen sus competencias para la prestación de los servicios sociales a los ayuntamientos, ya que considera que son la administración que mejor sabe hacerlo”. Lo que se hace es que se establecen mecanismos para garantizar que los servicios se van a seguir prestando de forma sostenible, transparente y eficiente, con la garantía de que su desarrollo va a contar con financiación suficiente.

· “deja a los usuarios en manos de unas administraciones (Diputaciones y Comunidades Autónomas) que no conocen la realidad ni sus necesidades”: qué curiosa afirmación, cuando la está haciendo un partido político que ha gobernado 30 años consecutivos una Comunidad Autónoma y cuya nefasta gestión la dejó al borde de la intervención y con los cajones llenos de facturas impagadas por la prestación de unos servicios que prometer sí que prometía, y en algunos casos incluso se daban, pero lo que se les olvidaba a menudo era pagar a quien efectivamente los prestaba. Y más curioso me resulta que una Diputada Provincial (la alcaldesa) diga que la Diputación no conoce “ni la realidad ni las necesidades de los ciudadanos”, tal vez es que desde su partido no se designe a las personas que van a desempeñar el cargo por su capacidad, su conocimiento y sus méritos, sino que se rigen por algún otro criterio que desconozco. De cualquier forma no es cierto que se haya eliminado nada, más bien al contrario se atiende a más personas y se reconoce que la administración local es la ideal para dar determinados servicios. No se eliminan ni se privatizan servicios ciudadanos, lo que sí que se eliminan son duplicidades con los servicios prestados por otras administraciones públicas, y se favorece la prestación de los servicios por las propias organizaciones municipales y no por entidades de ellas dependientes.

·  “las comunidades autónomas podrán no delegar los servicios sociales”: por qué no habrían de hacerlo?, es curioso que antes la comunidad autónoma era la “madre” bajo la que nos refugiábamos porque era la que daba, daba y daba, y ahora sin embargo quieran vendérnosla como la “madrastra” que no sabe, no quiere y no sólo no da sino que quita. No se os olvide cuando afirmáis que “los servicios no pueden depender de la voluntad de quien gobierna”, que esa voluntad ahora y antes representa lo que constitucionalmente se ha votado en las urnas, y lo que no se puede permitir es que si esa voluntad me favorece la magnifico y si me desfavorece la intento tirar por tierra y desvirtuar, con comentarios como el de que “los servicios sociales van a estar en manos de actores ajenos”.

· “implica dejar por el camino un modelo eficiente que garantiza los derechos sociales de los ciudadanos. Nada positivo parece sugerir este cambio”: Lo que está demostrado que no era positivo, porque nos dejó la situación que nos dejó era el modelo del pregón de los servicios y a ver quién da más, pero luego ¿ a ver quién paga?, como ejemplo valga una ley de dependencia pregonada a bombo y platillo con el único fallo de que se les olvidó consignar la partida presupuestaria suficiente como para sustentar lo que se prometía (presupuestaron 26 millones de € cuando la aplicación de la ley necesitaba 140 millones de € para poderse cumplir sólo en 2.011), y que dio como resultado miles de expedientes olvidados en los cajones porque no había dinero para poder sacarla adelante, pero tampoco la valentía como para denegarlos y comunicárselo a los usuarios. ¿Esos son los “logros conseguidos”?

· Eficiencia y equilibrio presupuestario no son dos principios indiscutibles. No se pretende desmantelar nada, al contrario lo que se pretende es garantizar la continuidad de los servicios que se puedan dar desde la garantía y la seguridad que da el que presupuestariamente estén garantizados cuando se ofrezcan y se presten.

· Catastrofismo que viene dado por frases como la de que “se está destruyendo el sistema de servicios sociales”, o que “simplemente desaparecerán”.  

· Resumiendo:

Quien defiende los servicios municipales es quien los paga y no quien los promete y los ofrece pero a la hora de pagar no tiene de donde (inflaron las competencias a los Ayuntamientos y no les pagaban).

Ahora cualquier competencia será por convenio y con el compromiso de pago integro (en caso de impago la financiación será garantizada por el Estado).

Se van a valorar las situaciones de necesidad y se va a garantizar la atención de esas situaciones de necesidad social. 

No se ha cerrado ningún centro ni se ha dejado de prestar ningún  servicio, al contrario se ha ampliado el número de usuarios.

Podemos estar más o menos de acuerdo con según qué medidas y en qué porcentajes, pero de ahí a no defender los servicios va un abismo, y sobre todo lo que defendemos es que cuando se ofrezca y se preste cualquier servicio público que detrás haya total seguridad de que se puede pagar ese servicio a quien lo presta.

Por todo lo manifestado, evidentemente nuestro Grupo no va a apoyar la Moción presentada.

En último lugar del primer turno de intervenciones toma la palabra el Concejal de Izquierda Unida D. Joaquín Azorín, quien manifiesta lo siguiente:
Aunque la moción es tan clara que no sería necesario añadir nada, quiero decir lo siguiente.

(con mis argumentos voy a responder a lo expresado por el grupo popular).
Lo primero que quiero decir es sobre la responsabilidad del Estado, de las administraciones de garantizar la protección social de todas las personas, y sobre todo especialmente de los más vulnerables, de las personas que por su situación necesitan ayuda para poder desarrollar su vida diaria. Para los invisibles de la sociedad, los discapacitados, los mayores, los dependientes, las familias en exclusión social… Los derechos de estas personas se han vulnerado con la política actual del gobierno nacional y autonómico del Partido Popular. Se ha cruzado la línea roja que nunca se debió cruzar, se ha recortado con los más débiles.

Estoy cansado del argumento de no hay dinero, y ese no hay ya no engaña a nadie. No hay dinero para servicios sociales, si hay dinero para rescatar a la banca, cifras astronómicas, y ahora hay dinero para rescatar a las autovías. Si hay dinero, se trata de establecer las prioridades en que se quiere invertir el dinero público.

(y aunque no seré yo quien vaya a defender la gestión del PSOE de Castilla la Mancha, cuando te refieres a despilfarro y mala gestión supongo que estás hablando de Valencia también).

De esta moción que ha presentado la asociación de profesionales de los sociales sociales, quiero destacar algunos aspectos:

Uno de ellos es que con la ley de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local (vaya eufemismo), se reducen de manera brutal las competencias de los ayuntamientos en servicios sociales cuando se recoge únicamente para los ayuntamientos la siguiente competencia, y cito textualmente, “la evaluación e información de situaciones de necesidad y la atención inmediata a personas en  situación de riesgo o exclusión social”. Se recogen solo dos cometidos muy concretos, y se olvidan muchos otros que se están llevando a cabo hoy en día, y con buenos resultados, y me pregunto preocupado que pasará con el resto de las labores que están realizando los servicios sociales municipales. Se pasarán estas competencias a otras administraciones más lejanas al ciudadano, diputaciones y comunidades autónomas, que sin duda privatizaran aquellos servicios que sean rentables, como la ayuda a domicilio, y se deterioran el resto que no son rentables, porque la exclusión no es rentable.

(Porque a mí sí me preocupa quien vaya a gestionar los servicios, no es indiferente), yo quiero que sea la administración más cercana, la que mas conoce la realidad social, y la administración que el ciudadano más conoce y que mejor responde a sus necesidades.

Casas Ibáñez sufrirá las consecuencias de la ley de Reforma de  la Administración Local, sin eufemismo la ley Montoro de desmantelamiento de los servicios sociales a lo que caminamos. Y de hecho ya está sufriendo esta política de recortes. (No entiendo cuando dice el Partido Popular que no se han cerrado centros), pero si en nuestro ayuntamiento ya estamos viendo como se ha quitado la aportación económica para profesionales como el animador, la psicóloga, y reducido la aportación a la mitad a la educadora, y para el resto de profesionales el 60% del trabajador social y administrativo.

Los servicios sociales de Casas Ibáñez han demostrado su utilidad y necesidad, y son ahora más necesarios que nunca con la actual crisis económica, cuando han aumentado con ella las situaciones de necesidad.

Yo soy trabajador social, y pertenezco a la asociación de profesionales de servicios sociales que presenta la moción, y no puedo se totalmente objetivo, se me agolpan las todas las cosas que quisiera decir, pero sería casi interminable, por eso voy a centrarme solo en una que he aprendido en el desarrollo de mi trabajo en los servicios sociales, y que no quiero que nadie olvide.

En la vida de cada persona se pasan por distintas situaciones, y que hoy podemos estar viviendo una existencia normalizada con tranquilidad y seguridad, pero mañana la vida nos puede llevar a una situación muy distinta de vulnerabilidad y de necesidad de ayuda, y creo que todo el mundo lo entiende y ha visto situaciones como las que digo, un accidente laboral, la enfermedad de un familiar, un hijo o un padre dependiente, un crisis vital, separación….

Vuelvo a recordar, política es priorizar, y mi grupo quiere priorizar en lo que considera más importante, para unos son las autovías, y para nosotros la línea que nunca hay que traspasar son las personas en situación de necesidad.
Comienza el segundo turno de intervenciones, y el portavoz del grupo socialista D. Emiliano Fernández explica la posición de su grupo al respecto:
Nuestro grupo dice sí a esta moción presentada junto a IU y apoyamos cada uno de los motivos que contiene la misma así como las propuestas y lo hacemos porque defendemos y creemos  en los servicios sociales, y más en nuestro municipio, donde fuimos pioneros en la implantación de estos servicios con un gobierno socialista. 

Conviene hacer memoria y recordar que en 1984 Casas Ibáñez y Fuentealbilla se acogieron a una convocatoria de la Consejería de Bienestar Social para llevar a cabo los Servicios Sociales de Base en municipios de más de 5.000 habitantes. Terminada la ayuda y para continuar prestando los Servicios Sociales a los vecinos se crearon las fundaciones, agrupando en ella a los municipio más cercanos para implantar los SS, en estas dos ocasiones no se pudo contar con el voto de AP, a excepción de Navas de Jorquera y Vianos para prestar servicios sociales a sus vecinos. Años más tarde se creó el Consorcio Provincial incorporándose el PP, llevando años de retraso con respecto a otros municipios. 

Desde entonces, es mucho lo que se ha conseguido y mucho lo que se ha trabajado para corregir las desigualdades, porque no olvidemos que las personas y no los números es lo que tiene que primar en la prestación de este servicio. La rentabilidad se tiene que medir socialmente, no económicamente. La reforma de la administración local ha quitado competencias a los ayuntamientos en lo que entendemos es un desmantelamiento progresivo del estado de bienestar. Durante años se ha conseguido crear un verdadero tejido de servicios y ahora estamos abocados a un estado de beneficencia, puesto que los municipios más pequeños nos quedaremos sin la competencia de los servicios sociales. Los servicios que más amenazados están por la reforma son los de atención a la dependencia y los de promoción social. Con la nueva redacción de la ley, a la cual ya nos opusimos en pleno por considerarla inconstitucional así como los más de 2.300 municipios que junto al nuestro han acordado la presentación del Conflicto en Defensa de la Autonomía Local representando casi 17 millones de personas, se ha pasado de prestar los servicios sociales y promocionar y reinsertar social, a ser meros evaluadores e informadores de situaciones de necesidad, y a la atención inmediata a personas en situación de riesgo de exclusión social. 

Este cambio provoca que la capacidad de gestión creada en los últimos 30 años se tire por la borda, y deje con un futuro incierto en lo que les ocurrirá a los  profesionales que prestan los servicios sociales. En nuestro municipio ya vienen siendo visibles estas políticas desde hace unos años. 

Cuando la Directora General a finales de 2013 hace hincapié en el esfuerzo que en los dos años anteriores ha hecho el Gobierno de Castilla La Mancha y que ha consolidado un sistema de servicios sociales más homogéneo y que garantiza  la atención de todos los ciudadanos, parece que se encuentra en otra realidad porque los datos reales y que nos afectan directamente como administración más cercana nos muestran que en los últimos años, supone por parte de la Junta una reducción de 90.000 € (lo que significa una reducción del 75% de lo que aportaba a nuestro municipio). Y a parte de la reducción de esta aportación, ahora con la nueva Ley y tras haber estado soportando el mayor peso por parte de los ayuntamientos en las aportaciones que se realizaban para pagar al personal y realizar programas, se añade que también nos quitan la competencia. A nivel de Castilla La Mancha se han desmantelado el 50% de los servicios sociales que existían en 2011, despidiendo a unos 20.000 profesionales que atendían a muchas personas y familias, justo ahora que es cuando más necesitan ayuda por la situación económica que estamos atravesando, como refleja que  solo en el último año ha aumentado casi un 60% la demanda de estos servicios en Castilla La Mancha. También, se ha dejado de invertir en servicios sociales desde el 2012 más de 2.200 millones de €, casi dos millones de euros diarios.

Por tanto, se ha presentado esta moción porque no queremos que los servicios públicos pasen a entidades privadas y a otra administración local como es la Diputación. Esta Ley supone el mayor ataque al bienestar de los ciudadanos y a la democracia municipal. Porque esta Ley de intervención y privatización de los ayuntamientos, además del desmantelamiento de la prestación de servicios por parte de nuestros ayuntamientos, y supone un grave atentado contra la autonomía municipal y el abandono del medio rural.

SERVICIOS SOCIALES

	
	MINISTERIO
	JUNTA
	AYUNTAMIENTO
	TOTAL

	2010
	15.000 €
	128.848 €
	71.924 €
	215.700 €

	2011
	15.000 €
	128.000 €
	71.500 €
	214.500 €

	2012
	17.200 €
	54.500 €
	38.600 €
	110.300 €

	2013
	4.895 €
	30.455 €
	17.675 €
	53.025 €

	DIFERENCIA

2010-2013
	
	
	
	 

	
	2011
	2012
	2013
	2014

	PERSONAL
	168.113,49 €
	110.400 €
	53.026 €
	

	Trabajadora Social
	100%
	100%
	100%
	

	Educadora
	100%
	100%
	50%
	

	Animador sociocultural
	0%
	0%
	0%
	

	Administrativo
	50%
	50%
	50%
	

	Psicóloga
	75%
	50%
	0%
	

	MANTENIMIENTO
	20.000 €
	-
	-
	

	PROGRAMAS
	23.408 €
	-
	-
	


AYUDA A DOMICILIO

	
	MINISTERIO
	JUNTA
	AYUNTAMIENTO
	TOTAL

	2010
	161.153,00 €
	29.499,50 €
	190.652,50 €

	2011
	170.170,75 €
	24.651,24 €
	194.845,75 €

	2012
	147.533,31 €
	11.723,44 €
	159.256,75 €

	2013
	129.577,12 €
	23.381,17 €
	152.966,29 €

	DIFERENCIA

2010-2013
	-30.000 €
	
	 


El PP, defiende la Ley 27/2013 de 27 de diciembre porque:

· Va a favorecer a los ayuntamientos su financiación, va a sostener y asegurar los Servicios Sociales.
A esta afirmación , manifestamos que como va favorecer  su financiación cuando desde 2.011 ha ido reduciendo tanto el Ministerio como la Junta su aportación para el sostenimiento de los Servicios Sociales, primero quitando de un plumazo los programas como integración social, inmigrantes…, después el mantenimiento del Centro y en el 2012 y 2013 reduciendo la aportación para el mantenimiento de personal, eliminación, animadores socioculturales, psicóloga,  reducción del 50%  de la educadora familiar. 

Lo que esto significa es que el PP quiere cambiar el modelo, quieren que los Servicios como cualquier empresa sea rentable. Anteponen los números a las personas y miden los mismos con parámetros económicos no sociales.

Nosotros entendemos que los Servicios Sociales responden a las necesidades de las personas y que en estos momentos son muchas, pero el PP no dice claramente cómo se van a financiar estas necesidades, solo que van aseguran su financiación, ¿Cómo? recortando.

Dicen que se ha ahorrado 2.220 millones en el periodo 2012-2014, lo que se está haciendo es no invertir en SS casi 2 millones diarios. 

A continuación, la portavoz del grupo popular explica que hay muchas otras cifras al margen de las que se han expuesto por los otros dos grupos políticos municipales, ya que en 2010, cuando gobernaba el Partido Socialista en la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, se adoptaron acuerdos (por ejemplo varios con fecha 23-12-2010) que implicaron disminución del gasto social para adecuarlo a las disponibilidades presupuestarias existentes. Si ahora se hace lo mismo, no entiende por qué se critica.
Considera que el presupuesto ideal en el que se puedan incluir todos los gastos imaginables no es posible aprobarlo porque no existen recursos ilimitados disponibles para su financiación.

El Concejal de Izquierda Unida entiende que la materia de Servicios Sociales siempre tiene que ser prioritaria y que para atenderla siempre deben existir recursos suficientes.
La Alcaldesa Dña. Carmen Navalón hace hincapié en que para ella los números no son lo primero, sino que lo prioritario son las situaciones de las personas.

Alude al Plan Concertado de Servicios Sociales, en el que las aportaciones del Ministerio y de la Junta de Comunidades han disminuido progresivamente desde el año 2011, y expresa su preocupación por lo que pueda suceder en 2014 ya que parece que hay una intención de ir desmantelando los Servicios Sociales. Y recuerda que todo  lo que no aporta ni el Ministerio ni la Junta lo tiene que asumir el Ayuntamiento, con unas leyes que cada vez nos constriñen más desde un punto de vista económico, pero insiste en la voluntad política del Ayuntamiento de mantener a todo el personal de Servicios Sociales, pese a los recortes. Por otra parte explica que las Diputaciones no tienen competencia en la materia de Servicios Sociales, ya que el titular de la competencia en esta materia es la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha. Y actualmente, explica, son los Ayuntamientos los que mantienen toda la estructura del Consorcio de Servicios Sociales. Finalmente expresa su pesar porque sean los gastos en Servicios Sociales los primeros que se recorten. Y porque el grupo popular no apoye esta propuesta – recuerda que en su día tampoco apoyaron la implantación de los Servicios Sociales de Base en el municipio-.
La portavoz del grupo popular Dña. Ángeles López afirma que su grupo apoya a los Servicios Sociales y que ella entiende que la solución a partir de 2016 será la firma de Convenios entre la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y los Ayuntamientos para la delegación del ejercicio de la competencia sobre esta materia en los términos previstos por las leyes.

Una vez finalizadas las deliberaciones, se somete a votación el presente asunto del orden del día, siendo su resultado el siguiente: 6 votos a favor (los Concejales de los grupos municipales socialista y de Izquierda Unida) y 4 votos en contra (los 4 Concejales asistentes del grupo popular). Por tanto, por mayoría absoluta de los Concejales de la Corporación se aprueba el texto de la propuesta en los términos en los que constan previamente en el acta.
10.-RUEGOS Y PREGUNTAS.- Se producen las siguientes intervenciones:

- La Concejal Dña. Ana María Josefa Honrubia pregunta cuándo se va a presentar una propuesta concreta de pagos por los cursos.


Desde la Alcaldía se le contesta que dicho asunto está siendo estudiado por el equipo de gobierno municipal y que se presentará en la Comisión Informativa más adelante.


- El Concejal D. Miguel García realiza las siguientes intervenciones:


* Pregunta por las actuaciones que se han realizado en la Calle Calvario.


La Alcaldesa Dña. Carmen Navalón le comunica que le ofrecerá una explicación pormenorizada al respecto en la próxima reunión plenaria.

* Pregunta dónde se encuentran los antiguos carteles de madera que había en el casco urbano, como el que estaba situado en la puerta de la iglesia, ya que considera que cumplían una función importante y no se deberían haber retirado.


La Alcaldesa le explica que eran de la Asociación para el Desarrollo de la Manchuela, y que cree que fueron retirados una vez que finalizó su vida útil.


* Pregunta si se clasifican los residuos del mercadillo municipal de los lunes.


El Concejal delegado en la materia D. Joaquín Azorín le explica que en la actualidad se hace lo que se puede con los dos trabajadores existentes, y que por lo menos se intenta clasificar el cartón. Finaliza su intervención afirmando que cuando se disponga de más trabajadores se podrán clasificar también otros residuos.


* Ruega que se limpien los espacios públicos existentes en los alrededores del Instituto.


El Concejal D. Emiliano Fernández explica que dicha zona se limpia periódicamente, pero que se genera mucha suciedad por los jóvenes que asisten a dicho centro educativo.


- El Concejal D. Joaquín Azorín ruega que se recuerde que hace 73 años que se proclamó la II República en España.
No habiendo más asuntos que tratar, la Sra. Alcaldesa-Presidenta declaró terminada la Sesión a las veintiuna horas, treinta  minutos. De todo lo cual, yo, el Secretario, doy fe.
 

                                             EL SECRETARIO    

                                                  Francisco Javier Ortega Campillo
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